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LA FORMALIZACIÓN Y EL PRÓXIMO GOBIERNO

SIN LICENCIA

RINCÓN DEL AUTOR

Mitos y posibilidades
sobre la informalidad

Ubíquese, presidente electo

Un país

E l presidente electo no 
sabe de qué es presi-
dente. La Constitución 
dice que es Presidente 
de la nación. Pedro Pa-

blo Kuczynski cree, sin embargo, que 
representa a un sindicato en particu-
lar, a una empresa en particular o a un 
inversionista en particular.

No se entiende de otro modo su re-
pentina visita a La Oroya. Ahí propuso 
a los trabajadores de esa empresa en 
liquidación marchar hacia el Con-
greso para pedir una ley con nombre 
propio.

Es muy loable estar del lado de los 
trabajadores que sufren el desempleo. La fun-
ción del Presidente no es, empero, marchar 
con los trabajadores de una u otra empresa en 
problemas.

Si se tratara de una marcha en favor de una 
ley para todos los trabajadores del Perú, quizá 
se pueda entender tan heterodoxa iniciativa. En 
este caso, no obstante, se trata de un problema 
particular de una empresa en particular.  

El presidente del Perú no es un gestor de 
intereses parciales. Así los intereses sean muy 
nobles y plausibles, no se puede permitir al fu-
turo jefe del Estado adoptar la defensa de esos 
intereses.

La Presidencia de la República no es una 
agencia para el lobby. Tampoco lo es para el lo-
bby prosindical. Menos, si cabe, para el lobby 
empresarial.

L a seguridad social es una de las 
bases de cualquier país que as-
pira a ser una nación. Sentirse 
acogido, apoyado, asegurado 
ante las eventualidades comu-

nes de la vida es una función primordial de la 
familia nuclear y, de igual manera, de la gran 
familia: la nación. La seguridad de ese apoyo, 
creo, es condición necesaria para el despren-
dimiento, la lealtad, el sacrifi cio personal; en 
efecto, la cooperación que sustenta cualquier 
colectivo. 

En el Perú nunca ha existido la seguridad so-
cial universal. Se han creado diversos mecanis-
mos de protección pero de una u otra manera 
estos se han limitado solo a algunos. Su caracte-
rística común: la segmentación y la exclusión. 

Las diferencias étnicas ya no sustentan una 
estructura formal de relaciones sociales pero 
los pretextos prácticos han servido el mismo 
objetivo. Hemos sido y seguimos siendo ha-
bitantes de una misma casa, pero no hemos 
cumplido con un requisito esencial para ser 
una familia: aceptar la responsabilidad del 
socorro mutuo no solo ante el peruano visible, 
porque se encuentra cerca, o porque ha podi-
do cumplir con requisitos formales de registro 
y documentación, sino ante todo ciudadano 
sin importar su ubicación o grado de forma-
lización. La segmentación de los derechos a 
la seguridad es particularmente clara en el 
caso de necesidades fundamentales para el 
bienestar como la salud y el auxilio en la vejez. 

La segmentación y limitación de la atención 
de salud también es notoria. Si bien la respon-
sabilidad del Ministerio de Salud siempre ha 
sido universal, el acceso a esa atención ha sido 
severamente limitada por las distancias, por 
la renuencia a suplir el presupuesto necesario 
para una cobertura verdaderamente universal, 

y por la desigual-
dad en esa cober-
tura, creada por 
el poder político 
y mediático que 
produce la cerca-
nía. A esas causas 
de segmentación 
se suma la discri-
minación, que si 

bien no se formula a nivel formal, aún persiste 
en las actitudes de personas encargadas de la 
atención de salud. El objetivo de la atención uni-
versal en salud ha sido impulsado por la crea-
ción del SIS, que ha avanzado sustancialmente 
durante la última década, pero el derecho a la 
atención gratuita sigue quedando en el papel 
debido a las distancias y severas limitaciones 
presupuestales de los centros de atención.  

El socorro universal de la vejez es relativa-
mente nuevo y aun más limitado, y ha existido 
en el pasado solamente en la forma de caridad 
personal o de ciertas asociaciones mayor-
mente urbanas. El subsidio estatal de Pensión 
65 constituye una innovación reciente y su 
cobertura ha sido amplia entre la población 
más pobre. Sin embargo, el reducido monto 
del subsidio, de 125 soles mensuales, limita 
el auxilio a grupos de extrema pobreza, bá-
sicamente rurales, por lo que constituye un 
apoyo particularmente bien focalizado, pero 
también segmentado en su relevancia. El ins-
trumento concebido para la vejez urbana, la 
pensión, no es, propiamente, un socorro sino 
una imposición de autoayuda forzada a través 
del trabajo formal, mecanismo que también 
tiene un efecto segmentado dada la gran pre-
sencia del trabajo no registrado en planillas. 

El balance es el de un país que ha hecho 
poco para comprometerse con la seguridad 
colectiva, y que lo que sí ha hecho ha tenido 
un carácter tan segmentado que termina di-
vidiéndonos.

U na de las promesas 
más audaces del 
futuro ministro de 
Economía, Alfredo 
Thorne, es que lo-

grará formalizar 50% de la PEA al 
2021. La meta es ambiciosa porque 
en la actualidad más del 70% de la 
PEA es informal en el Perú. En teoría 
es posible, porque un país del nivel 
de desarrollo del Perú debería tener 
alrededor de 50% de su PEA con em-
pleos formales, pero la realidad es 
que no lo logrará si lo enfrenta solo 
con instrumentos tributarios.

Desde que Hernando de Soto po-
pularizó el concepto en los años ochenta, mu-
chas propuestas han ido demostrando sus li-
mitaciones para enfrentar la informalidad. La 
creencia de que era un problema de titulación 
y acceso al crédito fue la primera. Bajo el infl ujo 
de De Soto, la titulación avanzó, y enhorabue-
na, pero el mercado solucionó el problema de 
otra manera: se produjo el ‘boom’ del microcré-
dito y los emprendedores pueden acceder hoy 
a préstamos sin garantías hipotecarias. Sin em-
bargo, la informalidad siguió subiendo.

Luego vino la creencia de que la clave estaba 
en el exceso de trámites y regulaciones. No ca-
be duda de que en este campo hay mucho por 
desbrozar. Sin embargo, un estudio de Grade 
demostró que, cuando se ofrece a los informa-
les hacerles los trámites para inscribirlos y pa-
gar por ellos, la mayoría prefi ere no hacerlo. La 
simplifi cación es necesaria pero no sufi ciente.  

Por último, está la creencia de que el pro-
blema es de carga tributaria y que si se reduce 
el Impuesto a la Renta o el IGV los informales 
tenderán a formalizarse. Nuevamente, es una 
buena idea, pero altamente insufi ciente porque 
solo tendría impacto en las pequeñas empresas 
en crecimiento, pero no en las microempresas, 
que son la gran mayoría.

El mito subyacente detrás de estas recetas 
era que el informal es un emprendedor creativo 
atrapado por un sistema legal y económico que 
no lo deja desarrollarse. Un estudio reciente de 
“Semana económica” e Ipsos revela que esta 
imagen es solo aplicable a una pequeña mino-
ría de informales en el país. La gran mayoría 
está conformada por personas que no han con-
seguido empleo en el mundo formal y que han 
encontrado en la informalidad un mecanismo 
de sobrevivencia. 

De acuerdo con el estudio, que comprendió 
encuestas a más de mil informales, la mayoría 
trabaja 10 o más horas diarias durante 6 o 7 días 
por semana y se pueden distinguir tres segmen-
tos: los microempresarios, los independientes 
que trabajan por cuenta propia y los dependien-
tes de los microempresarios. El ingreso prome-

Según Marco Arana, acompañó a 
Kuczynski el señor Michael King, del 
consorcio Eetac, interesado en com-
prar Doe Run Perú. Esta información 
tendrá que descartarse o confi rmar-
se. Sería sumamente grave y absolu-
tamente inaceptable que el presiden-
te electo estuviera tratando de ayudar 
a unos inversionistas determinados a 
salvar su opción de compra.

El Presidente tiene que estar ab-
solutamente lejos de cualquier inte-
rés parcial, sea este de sindicatos, de 
empresas que quieren vender o de 
inversionistas que quieren comprar. 
En el caso de Kuczynski, el alejamien-

to tiene que ser conspicuo, dado que gran parte 
de su actividad profesional está relacionada con 
asesorías a empresas privadas.

Lo primero que tiene que hacer Kuczynski es 
deslindar. Lo segundo, retroceder. Debe deslin-
dar cualquier vinculación con este tipo de inte-
reses. Debe retroceder en su puesta al servicio 
de una marcha de particulares para gestionar 
una legislación con favoritismo.

Los primeros interesados en este deslinde y 
este retroceso deben ser las personas que próxi-
mamente serán anunciadas como sus minis-
tros. ¿O es que querrán ser anunciadas como 
ministros del lobby?

No tiene nada de malo querer defender el 
puesto de trabajo, ni nada malo tiene, tampoco, 
querer invertir dinero. Es moralmente inviable, 
en cambio, usar la función pública para favore-

dio de los microempresarios es de 
dos salarios mínimos, el de los in-
dependientes que se autoemplean 
de alrededor de un salario mínimo 
y el de los dependientes de los mi-
croempresarios de menos de un 
salario mínimo, aunque a veces 
reciben alimentación y pasajes.

En números absolutos, de los 
16 millones de trabajadores pe-
ruanos, 11 están en la informali-
dad. Según el INEI, la mayoría de 
ellos trabaja en más de 7 millones 
de unidades productivas, es decir, 
la gran mayoría se autoemplea o 
cuenta a lo sumo con uno o dos co-

laboradores, generalmente familiares. La en-
cuesta de Ipsos, efectuada en el ámbito urbano, 
encontró que hay más mujeres que hombres 
entre los informales y que la mayoría se dedica 
al comercio.  También existe mucha informali-
dad en el mundo agropecuario.

El problema de la informalidad es su baja 
productividad. No más de 100 mil microempre-
sarios tienen hoy una rentabilidad que les permi-
tiría asumir los costos tributarios y laborales de 
pasar a la formalidad. Si cada una de esas empre-
sas da empleo a tres personas, la informalidad se 
reduciría en 3%. Para incrementar esta tasa, los 
microempresarios requieren facilidades y plazos 
para formalizarse, pero también mucha capa-
citación técnica y comercial. La informali-
dad es un fenómeno multidimensional 
que no se va a resolver solo con un pro-
grama tributario. 

En realidad, la salida a la infor-
malidad no está tanto en ofrecer 
facilidades tributarias a las mypes 
como en crear las condiciones pa-
ra la generación de empleo en las 
medianas y grandes empresas. 
Por ejemplo, no cabe duda de que 
las condiciones de trabajo en un 
supermercado son mucho más fa-
vorables que la precariedad que re-
presenta la venta ambulatoria. No se 
trata, entonces, de intentar formalizar 
al comerciante ambulante sino en promo-
ver que se desarrolle el ‘retail’ moderno para 
que este genere más puestos de trabajo formales. 

Si realmente se quiere reducir la informali-
dad, el nuevo gobierno y el próximo Congreso 
deberían abocarse a trabajar en los cambios 
legislativos que facilitarían que las medianas y 
grandes empresas, que ya brindan más de 3 mi-
llones de puestos de trabajo, puedan duplicar 
su generación de empleo en la próxima década. 
Los partidos que estarán en la oposición en el 
próximo lustro deberían sumarse a este esfuer-
zo, si aspiran a gobernar un país más moderno 
y justo en el futuro.

“La informalidad es un 
fenómeno multidimensional 

que no se va a resolver solo 
con un programa tributario”.

“El balance es 
el de un país 

que ha hecho 
poco para 

comprometerse 
con la seguridad 

colectiva”.

ILUSTRACIÓN: VÍCTOR SANJINEZ

cer esos intereses. Y sería sencillamente obs-
ceno que ese funcionario sea el presidente.

Doe Run es una empresa privada que tie-
ne deudas. Estas deben ser asumidas por el 
empresario, no licuadas a través de leyes 
con nombre propio. No es excusa usar a los 
trabajadores para, en realidad, defender los 
intereses de inversionistas.

La ley que busca cambiar Kuczynski es 
una ley sobre estándares ambientales. ¿Se 
puede crear estándares para una sola em-
presa y no para otras? ¿Se puede cambiar 
la legislación solo para que entre uno u otro 
inversionista?

Se entiende la desesperación de los traba-
jadores y sus familias. El jefe del Estado, sin 
embargo, no debe entenderlos solo a ellos. 
También debe entender a los peruanos que 
mueren de neumonía en las zonas altas de 
Arequipa o Puno o a los peruanos que son 
víctimas mortales de la delincuencia.

El presidente debe ocuparse de que el Es-
tado cumpla sus funciones, no los encargos 
de los grupos de interés.

El futuro Congreso no debe dejarse chan-
tajear por esta flagrante manipulación de 
los trabajadores en favor de intereses parti-
culares. Debe poner al presidente electo en 
su sitio: en el sitio que corresponde a quien 
representa a toda la nación.

El señor Kuczynski tendrá que aprender 
muy rápidamente a ubicarse en su nueva 
función. Si no lo hace, la opinión pública lo 
tendrá que hacer por él.

Director General: 
FRANCISCO MIRÓ QUESADA CANTUARIAS

Director Periodístico:  
FERNANDO BERCKEMEYER OLAECHEA

Directores fundadores: 
Manuel Amunátegui  [1839-1875]  y Alejandro Villota [1839-1861]  

Directores: 
Luis Carranza [1875-1898] 

José Antonio Miró Quesada [1875-1905]  
Antonio Miró Quesada de la Guerra [1905-1935]  
Aurelio Miró Quesada de la Guerra [1935-1950]  

Luis Miró Quesada de la Guerra [1935-1974]  
Óscar Miró Quesada de la Guerra [1980-1981]  

Aurelio Miró Quesada Sosa [1980-1998]  
Alejandro Miró Quesada Garland [1980-2011]   

Alejandro Miró Quesada Cisneros [1999-2008] 
Francisco Miró Quesada Rada [2008-2013] 

Fritz Du Bois Freund [2013-2014]

Presidente ejecutivo 
de Ipsos Perú

ALFREDO

Torres

Periodista

FEDERICO

Salazar

Director del Instituto 
del Perú de la USMP

RICHARD

Webb


